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INTRODUCCIÓN 

Antes de 1994, el sistema legal Mexicano parecia ignorar la exis­
tencia de una corporación social fragmentada y desigual. Una crisis 
importante en el sistema legal parecia estar relacionada con la caren­
cia de cobertura de derechos individuales y sociales. Desde sus pre­
ceptos constitucionales hasta las interpretaciones judiciales particu­
lares, la ley encontró múltiples obstáculos para ser obedecida, como 
st estos obstáculos fueran elementos exógenos trabajando contra la 
ley, más que deficiencias de la ley misma. 

La revuelta Zapatista que defiende la causa indigena desde 1994, 
reveló una estructura social, carente de reconocimiento legal y de 
aquellos derechos e instituciones que pudieran coadyuvar a la cohe-

· Documento preparado para la Conferencia Abogacfa de Causa, Cachan. Francta, 11 de 
Octubre de 2002 

•• Candidato a Doctor en C'1encia Polftica por la Universidad de Washington, Investiga~ 
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sión social y a una trayectona aceptable hacia una igualdad reque­
rida. Esto fue ampliamente percibido como un enfrentamiento polí­
tiCO entre los que tienen y los que no tienen, indicando un defecto 
!egal1mportante. Era entonces evidente, que el sistema no había con­
tenido, desde su creación, mecanismos que crearan condiciones para 
la apanencia de una pluralidad y verdadera heterogeneidad social en 
México. Los derechos, y espectalmente los derechos sociales, se 
percibieron entonces como los instrumentos para el uso de ciertos 
grupos, deJando a m11lones fuera de una protección esenctal. 

Después del proceso de transición democrática, los múltiples ca­
sos legales que defendían las causas indígenas comenzaron a ser 
considerados como casos importantes, distmtos del resto. Desde 
conflictos de prop1edad hasta acusaciones criminales, los casos in­
dígenas surgieron indicando un área fundamental sin cobertura le­
gal. Los diferentes defensores de estos casos constituyeron una gran 
fuerza, que provocaron una reforma constitucional en octubre de 
2001. Aunque la refonna fue dtsputada severamente por la mayoría 
de estos actores, el simple uso de estas estrateg¡as dio a conocer una 
nueva posición que estas causas han logrado. Los contrincantes han 
llegado a ser actores polit1cos que están provocando importantes 
transfonnac10nes en el s1stema, una situación que nunca fue com­
pletada durante siglos de políttcas de marginación y confrontación 
politica. 

En este documento continuaré explorando los cambtos en la es­
tructura y funcionamiento del sistema legal Mexicano, mediante la 
legitimidad que los grupos confieren a la ley mediante su uso. Ana­
lizaré las estrateg1as específicas usadas por estos actores que han lo­
grado transfonnaciones importantes en el sistema politico y legal. 

l. LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
EN MÉXICO 

Entre las diferentes caracteristicas de la mayoria de los sistemas 
legales latinoamericanos, la existencta de amplias declaraciones de 
derechos sociales, que indican los deberes del Estado desarroiiando 
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y proteg¡endo los derechos económicos, sociales y culturales, han 
permanecido fuera de las secc1ones relevantes de los textos consti­
tucionales. Estos derechos han desarrollado un tipo particular de 
costumbre y de significados simbólicos. 1 Mientras en la mayoría 
de las experiencias políticas de estos países, estos derechos han sido 
articulados por las Instituciones del Estado como normas progra­
máticas, 2 las cuales se han convertido en uno de los más importan­
tes canales legales para la movihzación política y el activismo de 
individuos y grupos. Por consiguiente, no es sorprendente que estos 
derechos sociales han llegado a ser áreas cruciales para el enfrenta­
miento legal y político entre el Estado y una multiplicidad de acto­
res soc1ales. 

En el caso de México, las instituciones estatales, representadas por 
el poder judicial, han definido los derechos sociales como normas 
de contenido que establecen metas para ser realizadas en el futuro, 
programas estatales que marcaron la trayectoria política para ser 
segu1das en lugar de obligaciones legales para ser cumplidos.3 Estas 
"normas programáticas" son fundamentales para el Estado, como el 
reconocimiento legal de una dirección política ideai.4 Esta es la ra­
zón del por qué este tipo de derechos puede regular obligaciOnes es­
tatales que son totalmente inasequibles para estos Estados latinoa­
mericanos, tal como el derecho a una vivienda digna, el derecho a 
la salud, el derecho a la educación o hasta el principio contra cual­
quier forma de discnminac1ón. 

Sin embargo, la utilidad de estas declaraciones es sólo aparente. 
Por un lado, estas normas distmtivas han servido a los Estados como 

1 V. Abramov1ch y. C .C. Los derechos SOCla/es como derechos exigibles Madrid. Trotta. 
2002, Zagrebelsky. G El derecho dúctJ/ Ley, dereclws. justicia. Madnd, Trotta, 2002 

2 En opm1ón de Cossfo Dlaz., los derechos soc1ales dev1enen de las normas que estable­
cen los deberes del Estado, para el beneficio de grupos vulnerables, en nonnas prngramáttcas 
dentro de un contexto económico y soc1al de cnsJs, donde el Estado necesita instrumentos 
para legltmm sus pollt1cas ante todos Jos ciudadanos y no sólo frente a ciertos grupos, J R 
l'ossiO Dív. Cambio soda! J.' cambio JUrfd¡co. México, M1guel Angel Porrúa, 2001. 

1 Jdem 
4 lomo una vez establectó RUJz Massteu, estas nonnas deberian ser consideradas como 

"dtrecUvas de acción de los órganos constituctonales", J. F. Ruiz Massteu y D. V Nuevo 
derecho constltucwnal mexicano. Méxtco, Porrúa, 1983 
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Jos med10s más efectivos para la legitimación de una amplia varie­
dad de políticas y acciones baJO el argumento de que estos requie­
ren de mecamsmos en el proceso de cumplimiento de los ideales y 
los programas establecidos en la Constitución. Su legitimidad deri­
va de dos fuentes. Primero, porque estas promesas legales están di­
rectamente ligadas a su obvta legalidad, una vez que estas políticas 
y acciones se conectan, de cualquier forma, a las amplias metas re­
conocidas en el texto Constitucional. Segundo, porque estas normas 
en su contenido proveen a los individuos de esperanza y motivos para 
perseverar día a día su pugna por la supervivencia. 5 

Esta costumbre política de derechos sociales, ha sido severamen­
te criticada por tendencias revisionistas de análisis constitucional, 
destacando su efecto perverso sobre sus nobles motivos. 6 Para estos 
autores, este tipo de derechos poseen algún tipo de deficiencia con­
ceptual, debido a la imposibilidad de su realización y a su final y 
consecuencia! imposibilidad de reclamó frente a las instituciones 
jud1ciales. 7 Ellos son, desde este punto de vista, lo que Holmes y 
Sunstein definieron como "promesas huecas".8 La idea de una pro­
mesa. sin embargo. llega a ser más y más importante como la res­
puesta úmca que el Estado puede dar de cara a la incapacidad para 
responder a las crecientes demandas sociales. Es correcto cuando 
Cossío Díaz afirma que la introducción gradual de estos derechos en 
el sistema político mexicano tuvo un objetivo legitimizador, en lu­
gar de una verdadera intención de mejorar las condiciones de vida 
mediante el bienestar social.9 

Sin embargo, no son sólo las instituciOnes del Estado las que be­
nefician estos derechos sociales. Por otra parte y todavía contra el 
argumento de ''utilidad" de derechos sociales. hay una amplia gama 

'J. Carptzo, La Conslituc-1ón de /9/7, México, Porrúa, 1982. 
~. En Von Hayek, Fnederich ... Derecho, legislactón y libertad", en El espejismo de la 

JUWcJO t.ot:ial. vol 2., cap. 9, Madrid, 1979. 
1 V. Abramovich y C'.C' Los derechos socio/es como .. op cil. Madnd, Trotla, 2002. 
' Holmes, S a. C'.R.S. The Cos1 of Righls. Why Uberty Depends on Toxes. New York, 

W W. Norton & C'ompany lnc .• 1999 
9 J R Cossio Dfaz. Cambio socml op. c:iz 
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de movimientos sociales, organizaciones e individuos que comenza­
ron a concebir los derechos sociales como un instrumento estratégi­
co para la acción y movilización política. Para este conjunto de ac­
tores sociales, estos derechos abren oportunidades para legitimas 
demandas legales que amplían los preceptos constitucionales que 
garantizan a estos ambiguos e inexactos derechos. La mera existen­
cia de estas "promesas" a nivel constitucional constituyen una abierta 
invitación para que los actores sociales puedan solicitar del Estado, 
mediante sus diferentes instituciones, cumplir o hacer lo que sea 
necesario para materializar aspectos particulares de estas amphas 
declaraciones con contenido social. En este sentido, los derechos 
sociales podrían verse como incentivos para la cooperación social 
haci¡¡ la transformación y el cambio.I0 

Además, de la naturaleza particular de estos derechos ilimitados, 
tres condiciones adicionales consolidan este proceso innovador de 
movilización legal. Primero, la carencia de instrumentos legales que 
puedan, eventualmente, impedir la alineación de muchas reclamacio­
nes que pudieran ser tornadas separadamente. En el sistema legal 
mexicano, históricamente ha habido un abatimiento endémico en la 
protección judicial de libertades y derechos civiles. Además, las 
acciOnes colectivas no existen, excepto en los casos de demandas de 
consumidores (como una mera reclamación administrativa) o en el 
incipiente campo de las demandas ambientales. Segundo, la ausen­
cia de interpretaciones judiciales claras sobre el concepto y el alcance 
de derechos sociales manteniéndolos como fórmulas abiertas para la 
acción del Estado, como consecuencia de su naturaleza de la no 
exigibilidad de esos derechos. Tercero, la voluntad polltica para 
mantener y fomentar este tipo de declaraciones irrestrictas para le­
g¡tirnar propósitos de una multiplicidad de posibles acciones estata­
les. Irónicamente, lo que supuestamente haría parte de un gran es­
quema de control social (mediante la legitimación de acciones y 
programas estatales inexactos) se convirtieron, inesperadamente, en 
un instrumento para la materialización de múltiples demandas socia­
les y, además, como una forma de control polltico sobre el Estado. 

111 Holmes. S. a C R S 7ñe Cost of Rights .. op. cil 
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En otras palabras, los derechos sociales llegaron a ser los medios para 
demandas radicales o transgresoras. 11 

No obstante, no todos los actores sociales percibieron esta opor­
tunidad para actuar o no todos lo percibieron de la misma forma. 
Mientras algunos elegirían utilizar este tipo de declaraciones como 
demandas en formas políticas puras, medios dentro o fuera de las 
condiciones legales (por ejemplo mediante la injerencia de represen­
tantes o mediante diversas formas de desobediencia civil), algunos 
otros elegtrían utilizarlos como instrumentos legales. Los instrumen­
tos legales como mecantsmos que son sujetos de reclamaciÓn, me­
diante diversas formas y procesos, ante una institución judicial. La 
elección que los actores sociales hicieron entre formas legales y 
políttcas de acción depende de múltiples variables, tales como las 
configuraciones personales de estos movimientos o sus lideres, el tipo 
de demandas, el contexto, algún grado de conocimiento legal, dis­
pontbilidad de recursos y la preexistencia de instrumentos judicia­
les que pueden aceptar de forma más o menos restrictiva, este tipo 
de reclamaciones. En muchos sentidos, esta combinación de elemen­
tos puede considerarse, como Epp lo denominaba, Jos factores de una 
"revolución de derechos", la existencia de declaraciones constitucio­
nales de derechos (aunque él no se está refiriendo a los derechos 
soc1ales), liderazgo judicial y mecanismos de control, ciertos dere­
chos de conocimiento y especialmente, la existencia de estructuras 
de apoyo para la movilización legal. 12 Esta estructura de apoyo se 
compone de diversos factores tales como grupos organizados que 
proveyeron de consejo legal e mformes viables para el desarrollo de 
una estrategia para la acctón, recursos económicos, publicidad y re­
des de comunicación que facilitaron el intercambio de ideas. Según 
Epp, todos estos, contribuyeron al proceso de movilización legal de 
diversas e importantes formas.B Probablemente, lo que este autorno 
toma en consideración, es la existencia de actores legales distintos 
que están dispuestos a realizar, por si mismos, en una forma legal 

11 Transgreswtdad se ut1hza aqui como un concepto que puede operar en una relactón de 
abogacla de casa y margmacaón soctal. Schemgotd. S. a. A B. (1998). "TransgressJVe cause 
Iawyenngl pract1ce sites and the pohUzatlon of the professtonal ··. /nlernational Journol of 
the Legal Professton S (2-3). 209-253 

1 ~ C Epp, Tlze Rtg}Us Revo/ution. Ú111l)'f!N, ACilvist ond Supre-me C.ourts m Comparatlve 
Perspecllve, Ch1cago. The Umversny of Chicago Press, 1998. 

11 ldt>m 
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no ortodoxa y con una causa particular, como un importante com­
ponente para la transfonnación de un sistema legal. 

La movilización política de causas indígenas que comenzaron en 
México en 1994 después de la revuelta Zapatlsta, es un mteresante 
caso para anahzar la evoluciÓn de un movinuento polít1co puro, uno 
que claramente desarrolló canales externos a los que el Estado ofre­
ce, para la contienda, en un movimiento legal. Regresando a los fac­
tores de Epp, la mayoría de ellos estaban claramente presentes en el 
estudio de este fenómeno. Después de una primera iniciativa para la 
reforma constitucional que el Ejecutivo envió al Congreso, una am­
plia organización de grupos, comenzaron desarrollando una estrate­
gia para la mov!lización legal que culminó con la llegada formal de 
319 reclamaciones legales en forma de controversias constituciona­
les, uno en forma de una acción de inconstitucionalidad, y dos como 
amparo contra ley (todos estos mecanismos se detallan en la próxi­
ma sección). Segundo, el hecho que la mayoría de estas reclamacio­
nes eran "controversias constitucionales" se asocia directamente con 
la mj erencia de 3 19 gobiernos municipales, la mayor! a de ellos pro­
venientes del estado de Oaxaca, que de muchas fonnas puede retra­
tarse como instituciones con recursos seguros, por lo menos, los 
mímmos para proveer de asistencta legal y de una red de comunica­
ción entre las partes afectadas. De forma similar, la estructura mu­
nicipal se configuró como una red de comunicación entre las partes 
afectadas, quienes llarnarlan, sin duda, la atención de los medtos de 
comunicación. Este elemento probó ser crucial a lo largo del proce­
so y para un conocimtento generalizado de muchos otros grupos 
quienes después de tener conocimiento de estos hechos, comenza­
ron a expresar sus opiniones acerca de la Corte, la ley, y las posibi­
lidades derivadas del cambio legal. Como ya mencioné, la existen­
cia de un tipo de asesor legal comprometido (paradójicamente, en 
algunos casos de tipo informal) fue un factor decisivo en esta forma 
de movilización. Su sitio profesional, afectó directamente a las rea­
lidades étmcas y económicas de rnarginalidad, dio origen a una cau­
sa transgresora, política y profesionalmente, sin precedentes. 14 Aun-

14 Para Schemgold y Bloom, este elemento particular, el del s1tio de práctica, es dec1sivo 
para la extstencia de la abogacla de caw.a radtcal o tmnsgresiva. Scheingold. S. a. A. B. (1998), 
"Transgress¡ve cause Iawyenng: practice sites and the pohtlzation ofthe profess1onar. 
lnternational Journal of the Lego/ Professton S (2~3): 209-253. 

249 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



que al principio esta abogacía parecía tener algunas similitudes con 
lo que Scheingold y Bloom, clasificaron como una Política Pública 
de Abogacía de Causa y una Abogacía de Causa Radical, la combi­
nación de la estructura gubernamental municipal con un instrumen­
to legal (la tan menciOnada "controversia constitucional") hace un 
tipo analíllco úmco por sí mismo. Esta analogía, sin embargo, se hace 
únicamente para una mejor aclaración y no debería esconder el 
hecho de que es un tipo particular de causa, la ejecución de un dere­
cho social. que da origen a un tipo particular de movilización. 

Sin considerar el resultado específico que estas reclamaciones 
obtuvieron de las autoridades judiciales mexicanas, es claro que la 
ley está siendo utilizada de una nueva forma, por actores sociales 
distintos que intentan alterar la función del sistema legal. Algo de­
biÓ haber cambiado dentro del ámbito de conocimiento legal, por­
que por primera vez. se hizo uso de los mecanismos legales para 
demandar un cambio profundo en la Constitución Política del país. 
Para descubrir si esto podría ser explicado por el surgimiento de 
nuevos instrumentos legales, el surgimiento de un tipo diferente 
de abogados, un nuevo hderazgo en la cima del sistema judicial fede­
ral, un nuevo contexto político, nuevas creencias e ideologías, los 
cambios que tuvieron lugar en el ámbito profesional de ciertos acto­
res legales o una combinación de algunos de estos elementos, es la 
finahdad de la próxima sección. Pero este trabajo intenta, no sola­
mente, proveer algunos elementos para la discusión de un contexto 
particular de la abogacía de causa, una estratégica particular, sino 
también otorgar algunos elementos interpretativos acerca de las cau­
sas de este tipo de activismo. Presentaré también algunas conclusio­
nes sobre la manera en la que la abogacía de causa puede afectar 
discursiva y simbólicamente los usos de la ley, y sobre todo, el co­
nocimiento legal de una sociedad. 

2. ABOGACÍA DE CAUSA PARA LOS CASOS INDÍGENAS 
EN MÉXICO 

Los derechos indígenas en México fueron, por muchos siglos, un 
área oscura y descuidada por la intervención del Estado. La margí-
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nahdad de la población indígena fue una consecuencia de la omisión 
y el silencio generalizado de las diferentes instituciones estatales. El 
país, por lo tanto, se dividió en "áreas colonizadas", donde las tradi­
ciones e instituciones occidentales fueron establecidas y múltiples, 
aunque no de gran tamaffo, "áreas indígenas". Se estima que de la 
población total del país, 97 483 412, existe un total de 12 707 000 
habitantes indígenas, que representa el13.03% del total.15 Estas co­
mumdades están establecidas a lo largo del territorio nacional de 
forma aleatoria, otorgando un inconsistente mapa de comunidades 
indígenas. Del total de 2443 gobternos municipales en el país, 803 
pueden ser calificados como indígenas, porque concentran el 30% y 
aún más de habitantes indígenas. 16 Mientras que el Estado de Oaxaca 
llene el mayor número de habitantes indígenas, con 1 120 312 dis­
tribuidos en 379 municipios (de un total de 517), existen muchos 
estados que no tienen claramente identificadas a sus comunidades In­

dígenas. 17 La escasa mformación de estas comunidades conftrma la 
falta de atención que estos grupos han recibido históricamente. La 
única ftgura que puede ser confiable, hasta cierto tiempo, es el nú­
mero de lenguas indígenas, que ascienden a 62.18 

La súbita proliferación de normas internacionales en las décadas 
pasadas que declaran la existencia de derechos económicos, socia-

1 ~ Las ctfras de poblactón, fueron obtenidas del INEGI, XI C.enso General de Población 
y Ylvlenda. 2000, Méxtco, 2001. Lns ctfras mdtgenas provtenen del Instituto NaciOnal 
Ind1gemsta y del Consejo Nacional de Poblactón, La pob/aC'Wn de México en el nuevo siglo, 
MéXICO, 2001 

16 En Programt1 Nacional paro el tk.sa"ollo de los pueblos indfgenos 200/-2006, http:l 
twww.mt.gob.mx/pdptmlpndpt. 

17 /dem 
18 Hay un total de 62 lenguas mdfgenas reconoctdas, de las cuales 53 han Sldo ofictal­

mente estudtadas por el Inshtuto Nactonal Indigenista: Amurzgos de Oaxaca,. Coras. Chatioos. 
C'htchunecas, Chmantecos. Chochos, Choles, Chontates (Altos de Oaxaca), Chontales de 
1 abasco, GuanJIOS. Huastecos de San Luis Potosi, Huastecos de Veracruz. Huaves, Huichotes, 
K1kapúes, Lacandones. Mames, Matlat.llncas, Mayas, Mayos, Mazahuas, Mazatecos. 
MexJcaneros, Ml'"<es, Mixtecos, Mochós, Nahuas de Guerrero, Nahuas (Huasteca VeraCTUllltla). 
Nahuru. de M lipa Alta, Nahuas de Morelos, Nahuas (Sierra Norte-Puebla), Otomfes del Es­
tado de Méx1co. Otomles del Valle del Mezquttal, Pames de Querétaro, Pames de San Luis 
Potosi. Pápagos. Punas, Popolucas, Purépechas, Seris, Tarahumaras, Tepehuanes del Norte, 
Tepehuanes del Sur, 11apanecos. Tojolabales, Totonacas, Tnquis. Tzotziles y Tzeltales, Yaqu1s, 
Zapotecos (Istmo Tehuantepec), Zapotecos (Suma Norte- Oaxaca, Zapotecos (Valles Cen­
trales), Zoques de Ch1apas. 
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les y culturales y que obligan al Estado a proteger las comunidades 
mdígenas como si éstas fueran parte del orden interno, trayendo a 
las causas indígenas a las primeras líneas de la agenda politica mexi­
cana, una vez que el país firmó y ratificó estos instrumentos que 
fueron también ratificados por la mayoría de los países. Este es el 
caso particular del Convenio 169, de la Organización Internacional 
del Trabajo sobre los Pueblos Tribales e Indígenas, adoptado en 1989 
y firmado por México en 1990, o la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de las Personas que Pertenecen a Mino­
rías Nacionales, Étnicas, Religiosas, o Lingüísticas, de 1992, o el 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Económ1cos, Sociales y Culturales, también conocido como el "Pro­
tocolo de San Salvador", adoptado en 1988 y firmado por México 
en 1996.'9 

En México, tanto las presiones nacionales como internacionales 
han construido, gradualmente, una demanda generalizada para el 
reconocimiento de los derechos indígenas. El Ejército Zapatista de 
1994, indicó la inmediata necesidad de la acción estatal. Una vez que 
comenzaron las negociaciones entre el gobierno y los representan­
tes indígenas se acordaron y establecieron en la agenda legislativa. 
Los defensores de los derechos indígenas, rápidamente se dieron 
cuenta, que sus demandas tenían un amplio espacio de evolución 
mediante los amplios e imprecisos mecanismos establecidos en los 
derechos SOCiales, a nivel constituCional. 

No obstante, este cambio en la conciencia de los actlvistas por 
la causa indígena fue el resultado de transformaciones previas en la 
estructura de garantías constitucionales. En este sentido, la concien­
Cia legal acerca de las nuevas posibilidades de usar la ley para pro­
vocar grandes cambios en todo el sistema era, hasta cierto punto, 
posible mediante nuevas instituciones legales, tanto a nivel nacional 
como internacional. 

19 Ver CEJIL, C f. J. a. 1 L., Los Derechos Humanos en el Sistema Interamericano. 
Compi/actón de Documentos, San José, Gossestra Internac!onal, 2001. 
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A Nuevos Instrumentos para Nuevas Causas 

Para entender completamente cómo las repentinas demandas in­
dígenas obtuvieron oportunidades de moVIlización legal, es impor­
tante mencionar la reforma judicial que tuvo lugar en México en 
diciembre 1994. 

Después de sólo cinco días de haber tomado posesión como el 
decimoctavo Presidente de México,20 Ernesto Zedillo envió al Con­
greso una imciativa de reforma Constitucional que modificarla 
substancialmente la estructura y las funciones del poder judicial, 
como nunca antes se habla hecho en México desde el establecimiento 
de la Constitución de 1917. En mayo de 1995, la misma legislatura 
recibió y aprobó dos leg¡slaciones secundarias con respecto al Po­
der Judicial Federal, consolidando las modificaciones legislativas 
conocidas como la "Reforma Judicial de 1994-1995".2I 

Aunque el contenido de tal reforma sea técnicamente extensa y 
compleja, es importante enumerar sus aspectos más importantes: 

Pnmero, la reforma alteró la naturaleza y estructura del Poder 
Judicial Federal, particularmente la Corte de México de mayor je­
rarquía, la Suprema Corte de Justicia, enfatizando su independencia 
de otros actores políticos y estableciendo una carrera judicial profe­
sional (Ver figura l, en su primer elemento). 

Segundo, la reforma proveyó a la Corte, y al sistema completo en 
general, de dos nuevos mecanismos para garantizar y proteger los 
preceptos constitucionales, junto con el tradicional método de revi­
sión judicial o amparo como se conoce en el orden legal Mexicano. 
Estas nuevas herramientas constitucionales son las llamadas "con­
troversias constitucionales" y las "acciones de inconstitucionalidad", 
mecanismos que extienden la protección legal contra el abuso del 

2° Considerando el penodo político contemporáneo mtctado desde el establecimiento de 
la actual Constnuctón de 191 7. 

21 La pnmera de las leyes reglamentan as del articulo constitucional 1 OS. fracc1ón 1 y JI 
(Ley Reglamemana de las Fmcciones 1 ~·JI del Articulo 105 de la C.onstituctón Polltica de 
los Estados Unidos Mf!xtcanos) respecto a los nuevos mecanismos judiciales conoctdos como 
.. controverstas consntucionales'' y "acctones de inconstituc1onalidad", las que se explicarán 
más adelante, la segunda fue la Ley Orgánico del Poder Judicial de la Federación, que de· 
fine la estructura general del poder JUdiCial 
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poder. En ambos casos, la Corte se convirtió en el último árbitro en 
conflictos que involucran actores políticos diferentes. Mientras que 
las renovadas controversias constitucionales dirimen conflictos res­
pecto a la mvasión de facultades entre los diferentes actores del sis­
tema constitucional (Gobiernos Federal, Estatal o Mumc1pal), las 
acciones de inconstitucionalidad proveen una herramienta para los 
numerosos agentes políticos, los cuales pueden pedrr a la Corte que 
invalide normas especificas aun después de que se concrete su indi­
vidualización mediante un caso particular (como pasa con la revisión 
judicml). 

Figura l. La Reforma Judicial de 1994 

La Reforma Judicial 1994-1995 

l. Reestructuración de Poder Judicial Federal. 
JI. Ampliación de mecanismos de control constitucional. 

Juicio de Garantias (Amparo) 
Amparo Directo: ReVIsión de las resoluciOnes 
Jurisdiccionales. Controversias 
Constitucionales. 
Amparo Indirecto: Protección de derechos y 
Individuales y sociales. Acciones de cons-
lnconstltucionalidad tucionalidad. 

Estos cambios fueron un intento coherente y consciente del eje­
cutivo para transformar el poder judicial en un actor politico relevan­
te y efectivo. Este hecho constituyó un cambio importante en la 
configuración política de México. En un sistema hegemónico con­
solidado desde los inicios de los allos 30's, el poder judicial había 
sido sofisticado tanto en su disel'io como en sus funciones formales, 
pero era ineficiente en la operación total del sistema politico, por 
lo menos en la forma en la que el liberalismo polftico occidental lo 
visualizó como uno de los principales contrapesos del poder legis-
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lat1vo y eJecutivo. La reforma de !994 intentaba seguir este plan Ji. 
beral y transformar el poder jud1cial en un actor más fuerte e inde­
pendiente. Esta independencia sólo podía lograrse estableciendo una 
lógica operaciOnal distmta, garantías profesionales para los miem­
bros de este nivel mediante un conjunto de nuevas reglas y procedi­
mientos, así como también de nuevos instrumentos para el nuevo 
acomodamiento político del país traídos por el proceso de liberali­
zación. Haciendo esto, el Estado no sólo ampliaría el número de ju­
gadores dentro del sistema político, sino que también crearía una 
aparente separación entre la esfera política y la esfera legal.22 

Los procesos específicos difieren de un mecanismo de control a 
otro. Con las controversias constitucionales, cualquier nivel de go­
bierno, tanto a nivel federal como a nivel local pueden demandar ante 
la Suprema Corte de Justicia, la inconstitucionalidad de las acciones 
tomadas por otro nivel de gobierno que invade el área de jurisdic­
ción o 1mpone una obligación injusta. La 1dea establecida en la Cons­
titución es que cualquier órgano político, desde cualquier nivel de 
gobierno puede pedir que la Corte intervenga y garantice la separa­
ción constitucional de las facultades del sistema federal (ver Figura 2). 

Figura 2. Las Controversias Constttucíonales 

Controverstas Constitucionales 
Articulo 105, Fracctón pnrnera 

Objeto. Proteger las facultades otorgadas en la Constitución a cada nivel de 
gobierno. 

Pos1ble Quejoso: Posible Demandado· 

Gobierno Federal Gobierno Federal 

Gobierno Local Gobierno Local 
Gobierno Municipal Gobierno Municipal 

En el caso especifico de la refonna mdigena, 319 Gobiernos Mumcipales eran Jos 
demandantes contra el Ejecutivo Federal, el Congreso y 16 Legislaturas Locales. 

n Creando una .. Paradoja de legalidad". noción extraida de Bngham (1992) 
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Un aspecto procesal interesante dentro de este control constitucio­
nal, es que sólo cuando el conflicto surge entre el nivel de Gobierno 
Federal y los niveles estatales, o en materias pertenecientes a gobier­
nos mumcipales siendo dtsputada por un Estado o por el gobierno 
federal, la eventual resolución de la Corte puede tener efectos ge­
nerales si se cumple con ocho de los once posibles votos de la Su­
prema Corte. En cualquier posible combinación de controversias, 
la resoluctón de la Corte seria sólo obligatoria entre las partes 
mvolucradas. 

En contraste, las acciones de inconstitucionalidad son mecanismos 
procedimentales que pueden ser usados por una tercera parte (33%) 
de cualquier cuerpo legislativo, esto es, el Senado, el Congreso Fede­
ral o cualquier legislatura estatal, así como también por el Procura­
dor General de la Nactón, o por cualquier partido polltico registrado, 
para demandar ante la Suprema Corte de Justicia, la contradicción 
entre una ley y la Constitución (ver figura 3). 

Ftgura 3. Acctones de Inconstttucionalidad 

Acctones de lnconstitucionalidad 
Articulo 105, Fracción segunda 

Postble QueJoso Contra 

• 33% del Congreso General 
• 33% de las Legislaturas Locales (Incluyendo Cualquier ley que este 

la iegtslatura del Dtstnto Federal) en contradicción con la 
• El Procurador Genereal Constitución. 
• Los partidos de políticos 

En el caso especifico de la Reforma Jndigena, el Gobernador de Tlaxcala y ia 
Legtslatura local de Puebla eran los quejosos contra la Reforma Constitucional. 

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia en este tipo de 
casos tendrá, necesariamente, efectos generales y, por consiguiente, 
la ley dtsputada se declararla totalmente inválida. 
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En cualquier caso, la introducción de estos nuevos controles cons­
titucionales señalan la efectiva ampliación del papel de la Suprema 
Corte de Justicia como guardián de la Constitución pero también 
como un actor del control político (controversias y acciones) so­
bre Jos antiguos mecanismos de control en manos de la sociedad, 
como Jo era el juicio de amparo, que procedía básicamente contra 
Jos actos de autoridad que violaban garantfas individuales. 

La combinación de factores específicos pudo presionar a los gru­
pos sociales, y provocar que Jos defensores de las causas indígenas 
utilizaran Jos mecanismos más aiiá de su naturaleza original. 

B. La Causa Indígena: Reforma vs. Transformación 

Después de la sublevación del EZLN (EJército Zapatista para la 
Liberación Nacional) en Chiapas, en 1994, y un largo periodo de 
negociaciones y de amplias consultas nacionales, el Ejecutivo Federal 
envió al Congreso una iniciativa de Reforma Constitucional en di­
Ciembre de 2000. Este convenio incorporó las demandas y convenios 
especiales realizados por la COCOPA (Comisión para la Concordia 
y Pacificación en Ch1apas),23 desde noviembre de 1999. Sin embar­
go, el Senado en un inusual acuerdo entre los líderes de los tres 
mayores partidos políticos, alteraron de forma substancial el proyec­
to, y aprobaron uno nuevo que fue aprobado por mayoría de votos 
en la Cámara de Diputados y por una mayoría simple de las legisla­
turas estatales ( 16 de 32). 

Es importante recordar que el proceso de reforma constitucional 
en México (no necesariamente las adiciones) no se encuentra regu­
lado o interpretado por la Suprema Corte. En este sentido, para apro­
bar una reforma constitucional se requiere el voto de las 2/3 de Jos 
miembros presentes en la Cámara, y la aprobación de la mayoría de 
las legislaturas estatales. Este último elemento es ambiguo porque 
es imposible saber el tipo de voto local que se necesita para esta ra­
tificación. 

H La Comtstón para la Conconba y Pacificación en Chtapas (COCOPA), fue una comt­
stón especJal creada en 1994 para negociar acuerdos de paz entre el gobierno mexicano y Jos 
representantes del grupo armado EZLN. 
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lnmedJatamente, se presentaron reacciones sin precedente. Des­
pués de la publicación de los cambios constituciOnales en agosto de 
2001, en los pnmeros dias de septiembre se presentaron ante la Su­
prema Corte de Justicia un total de 319 controversias constituciona­
les provenientes de los gobiernos municipales de Oaxaca, Chiapas, 
Jahsco. Michoacán, Guerrero, More los y Puebla. Simultáneamente, 
dos acciones de inconstitucionalidad fueron presentadas por el Go­
bernador de Tiaxcala y el Congreso de Chiapas. 

Las d1ferencias entre ambos proyectos leg¡slativos eran verdade­
ramente Importantes. Mientras que un proyecto realmente propug­
naba por la reconfiguración del Estado,24 mediante la creación de 
comunidades autónomas, con el derecho de autodeterminarse dentro 
de la prop1a Nación, propugnando por la coexistencia de múltiples 
JUrisdicciones y sistemas legales, el proyecto del Senado transformó 
estas aspiraciones en formas de mvolucramiento y participación den­
tro de un orden legal y jurisdicción única. 

Como se explicará en la próxima sección, la estrategia de los re­
presentantes legales indigenas se centró alrededor de los conceptos 
básicos que distinguen una verdadera emancipación, diseños legales 
pluralist1cos, dentro del uniforme proyecto otorgado por el Estado. 
Lo más Importante de estos conceptos está incluido en el artículo 2 
del texto de reforma aprobado. Un detallado análisis comparativo será 
entonces muy útil: 

14 Ver el articulo de Uus V !lloro, .. El Estado Nación y las autonomfas indigenas''. en 
González Galván, J. A, Constitución y derechos indigenos, Doctnna. México, Instituto de 
lnv~tlgactones Jurfdtcas. 2002. 
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Reformas eoostltadonales 
aprobadas por el Senado el 
25 de Abril de 2001. 
(Subrayado. moc..hticac10nes 
que reahzó el senado a la tnt~ 
Ctatlva de retbrma presentada 
por la <OCOPAJ 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se 
adtctonan un segundo y ter~ 
cerpárrafosalarticulo t";se 
reforma en su mtegridad el 
articulo 2° y se deroga el pá~ 
rrafo pnmero del articulo 4°; 
se adtcionan. un sexto párra· 
fo al articulo 18", un último 
párrafo a la fracción tercera 
del articulo 115°, todos de la 
Consutuc1ón Polftica de los 
Estados Unidos Mexicanos, 
as! como cuatro Transitorios, 
para quedar como stgue-

ARTiCULO 1•. En los Esta­
dos Umdos Mextcanos todo 
mdtvtduo gozará de las ga~ 
rantlas que otorga esta Cons­
lttuctón,las cuales no podtin 
restrmg1rse m suspenderse, 
smo en los casos y con las 
condtctones que ella mtsma 
establece 
Está prohibtda la esclavttud 
en los Estados Unidos Mexi­
canos Los esclavos del ex· 
tranJero que entren al temto­
no nactonal alcanzarán, por 
este solo hecho, su hbertad y 
la protección de las leyes. 

Reformas constitucionales 
presentadas por la co .. 
COPA. mandadas alejocu­
tlvo en Diciembre del 2000. 
(C'urstva modtficado u omi­
tido por el teXto aprobado por 
el senado) 

Articulo úntco: El primer pá~ 
rrafo del artfcuto 4° se refor· 
ma y los pimlfos se¡¡undo y 
octaVo se adicionan al articu­
lo 4°, desplazando el orden 
de los párrafos segundo al 
noveno, que se convertirán 
en los párrafos noveno al 
decimosexto, un últtmo pá­
rrafo para el articulo 18; un 
cuarto pAnafo al articulo 26, 
desplazando el orden del pá­
rrafo 4°. Que se convertirá en 
el 5°; un segundo plbrafo al 
articulo 53, desplazando el 
p&-rafo segundo que se con· 
vertuá en el tercero, fraccio· 
nes IX y X para el articulo 
115; y un 4• pánnfo para la 
1i'ac<1ón 11 del articulo 116; 
todos ellos de la ConstiiUCJón 
Pollttca de los Estados Uni· 
dos Mexicanos. 

ARTiCULO 1' 
Sin cambios en la Iniciativa 
de la COCOPA. 
Un 2" y 3er. párrafo se agre­
garon. 

Observaciones 

Los aprobado por la reforma. 
no cambiaron los artlcutos 
26. 53, 73 y 116 que fueron 
modificados por la iniciativa 
de la COCOPA. La reforma 
al articulo 2 sutiió la mayo­
ria de las refunnas constitu­
cionales, tomando la ma~ 
rfa de las propuestas de la 
COCOPA para la reforma 
del articulo 4°. El articu­
lo 115 perdió casi todos los 
camb10s propuestos por la 
COCOPA 

El2" pánnfo. que prohibe la 
esclavttud. era onginalmen~ 
te del articulo 2" de la C'ons­
lltución. 

El 3er. pAnafu fue agregado 
por la reforma del Senado. 
Aunque la miciauva de la 
COCOPA noprevtómnguna 
garantfa individual contra la 
discrirrnnación, esta se in· 
cluyó en la jurisprudencia. 
Asimismo, Méx1co es parte 
del Convenio Internacional 
para la Eliminación de toda 
Clase de Discriminación Ra­
cial desde 1975, y tamblón 
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Queda prohibida toda d1scn~ 
mmación motivada por ori~ 
gen étmco o nac1onat. el gé­
nero. la edad, las capac~dades 
diferentes. la condiCIÓn so~ 
c1al.las cond1c1ones de salud. 
la religión. las opmiones. las 
preferencias, el estado civil o 
cualquier otra que atente 
contra la d1gmdad humana y 
tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y 
libertades de 1& personas. 

ARTÍCULO 2" 
La Nac1ón Mexicana es úm~ 
ca e mdiVISible 

La Nación tiene una compo­
stclón pluncultural sustenta­
da onginalmenle en sus pue~ 
blos mdigenas que son 
aquellos que descienden de 
poblac10nes que habitaban 
en elJemtono actutJJ del pnls 
al mtctarse la colonización y 
que conservan sus propias 
instituciones soc1ales, econó­
micas. culturales y pollticas, 
o parte de ellas 

La conciencia de su iden~ 
lldad mdigena deber6 ser 
crilerio fundamental paro 
detenninar o quienes se apli­
can las dzsposiciones sobre 
pueblos indfgenos. 

Son comunidades mtegran­
le! de un pueblo indíge­
na, aquéllas que formen una 
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AR1ÍCUL04" 
(La mayoria de las reformas 
propuestas por la COCOPA 
fueron incluidas en la refor~ 
ma aprobada al articulo 1!. El 
pnmer párrafo del articulo 4°, 
fue suprimido y se convirtió 
en parte del articulo 2°. 

La Nación mexicana tiene 
una composición pluncultu­
ral sustentada originalmente 
en sus pueblos indfgenas, 
que son aquellos que des~ 
cienden de poblaciones que 
habitaban en el pafs al ini~ 
aarse la colonización y an~ 
zes tle que se establecieran 
las fronteras de los Estados 
Umdos Mexicanos, y que 
cualqu1ero que seo su situa­
ctón juridica. conservan sus 
prop1as instituciones sot la· 
les, económicas. culturales y 
políticas o parte de el/as. 

es parte del Convenio para la 
Elimmac1ón de toda Clase 
de D1scrirrunneión Contra 
las Mujeres desde 1981. 

A fin de defmrr .. conumidades 
mdfgenas".la miciattva de la 
COCOPA adoptó literalmen­
te el articulo 1° de1 Convenio 
169 de la OIT. 

En un intento de no hacer 
caso a la legislactón mterna~ 
ctonat, el Senado en su refor~ 
ma, dejó de lado dos condi~ 
c1ones menctonadas en el 
Convenio, por lo tanto. el pro­
blema de las comunidades 
mdigenas está hmitado al te~ 
rritorio mexicano que actual~ 
mente habitan. 

La .. auto determinactón" se 
ubltza como criteno de defi~ 
melón de las comunidades 
mdigenas, fue tomado del ar­
ticulo l0 del 169 de la OJT 

La imciativa de la COCOPA 
reconocía a los mtembros de 
las comumdades indfgenas 
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unidad soctal, económiCtl y 
cultural. asentadas en un te­
rruono J que reconocen 
autondades profJUlS de acuer­
do con sus usos y costum­
bres. 

El derecho de los pueblo$ in­
dígenas o la libre determma­
cJón se eJercerá en un morco 
constiiUCwnal de QUlonomío 
que asegure la umdad nacto­
nol El reconocimiento de los 
pueblos Y co111U11idtuks indlge­
nas se hará en las conslltu­
c/ones y leyes de los enJkUules 
federatwas. la:. que deberán 
tomar en cuenJa, ndemlts de 
los pnndpws generaks esta­
bl«idos en los párrafos ante­
nares de este articulo. cri­
terios etnolingillsticos y de 
asenlamiento jlsico. 

A. Esta Constitución recono­
ce y garantiza el derecho de 
los pueblos y las comunulo­
des mdigenas a la libre de­
termmactón y, en consecuen­
cia. o la aUlonomía para· 

A. 11 Aplicar sus propios sis­
temas normativos en la regu­
lación y solución de sus con~ 
t11ctos mtemos, sujetándose a 
los prmc1pios generales de 
esta Consntuctón, respetando 
las garantlas individuales. los 
derechos humanos y, de ma­
nera relevante, la dignidad e 
integndad de las mujeres La 
ley establecerá los casos y 

La Comunidades lndlgenas 
tienen el dereebo a la auto-­
detenmnacJón, como una 
manlfestaclón de su autono-­
mla como parte del Estado 
Mexlano para: 

Aphcar sus propios SIStemas 
legales para regular y solu­
cionar sus confltctos inter· 
nos, respecto a las garantfas 
individuales, los derechos 
humanos y particularmente. 
la d1gnidad y la integridad de 
la muJer, sus procedlmlen· 
tos, juicios y declsfones de­
berán ser ratificadas por 
las autoridades jurlsdtcdo­
nales deJ estado. 

en su articulo 115. En la re­
fonna del Senado, las comu­
nidades son umdades que 
preservan sus usos y costum~ 
bres. Esta definición de co­
munidad as! como el alcance 
de los dereehos soranttzados 
por esta reforma, constdera 
que las comunidades indíge­
nas se caracterizan por la 
dispersión y por la coexis­
tencia multiétnica 

El derecho, la autodetenm­
nación y a la autonomia de 
las comunidades tndigenas 
se encuentra limitado res­
pecto de la unidad nacional 

El reconocimiento de las 
comunidades indfgenas se 
entiende como una attibu­
ctón de los gobiernos loca­
tes. 

A. J. Decidir sus formas m­
temas de convivencia y or­
gant.zación social, económa~ 
ca, polibca y cultural. 
Decidir sus formas mtemas 
de convivencia y orgamza~ 
c1ón soc1al, económica. poll­
ttca y cultural. 

las reformas constituctona­
les no imponen ninguna obli­
gación a las autoridades ju­
rrsdJccionales para que 
ratifiquen las resoluciones 
emitidas por las comumda~ 
des indfgeru>s. Dejando estos 
casos a una subsecuente le· 
gtslación, la clandad se per­
dió en la Constitución. 
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procednnientos de vahdac16n 
por los jueces o tribunales 
correspondientes 

A. 111. E/egJr de acuerdo ron 
sus normos, procedimientos 
y prácticas tradicronales, a 
las autoridodes o represen· 
tontes paro el ejercicio de 
sus formas propras de go~ 
bierno interno, gartmliuuulo 
la participación de las muJe-­
res en condlcwnes de equi­
dad frente a los varones, en 
un marro que respete el pac­
to federal y la soberania de 
los estados. 

A. IV Preservar y ennquecer 
sus lenguas. conocimientos y 
todos los elementos que 
ronsmuyan su cultura e Iden­
tidad 

A. V Conservar r me; orar el 
hábito/ y preservar la inte­
gridad de sus tierras en los 
rernúnos establecidos en esta 
C-tmstitución 
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111. Eleg¡r de aeuerdo eon 
sus leyes, dentro de los Uml· 
tes de su aatonomfa, sus au­
tondades. func1ones y go­
bierno interno. 

IV. Preservar y enriquecer 
sus lenguas, conocimientos y 
todos Jos elementos que eon­
ftgure su cultura e Identidad. 
y 

IV. FordOque su represen­
tadón y partlclpadón poli· 
tlea según sus earacterfstl­
.., enltnrales espeeffto:as; 

La legislaeión fomml mexi­
cana,. actualmente regula la 
homologación entre las sen­
tencias JUdiciales civiles y 
mercantiles. en donde el juez 
es el único que puede cons1· 
dorar Jos aspectos fonnales, 
no asf tos materiales en cada 
caso. Sin embargo. esta rew 
forma parecerfa indicar que 
las comunidades indigenas 
estarian aptas para resolver 
conflictos civiles. penales y 
laborales. 

De acuerdo con las reformas 
presentadas por el Senado, la 
elección de sus autoridades. 
de acuerdo con sus leyes y 
procedimientos. será facul­
tad del gobierno mtemo. Por 
otro lado. la COCOPA Jo 
defimó sólo como alcance y 
autonomfa. 

La fracción IV de la reforma 
del Senado corresponde a la 
flacc1ón VI de la miciativa 
de la COCOPA. 

Esta cláusula propuesta por 
la COCOPA no se tomó en 
cuenta en las reformas apro­
badas. No existe Interpreta­
ción ni posible aplicación de 
esta norma. 

Se establece como una obli· 
gac1ón para comunidades y 
poblaciones indfgenas el de­
ber de mantener y conservar 
el hábitat. 
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A. VI Acceder. con respeto VI Acceder ooleetlvamente Según esta reforma, el "el 
o las formas J. modaltdades al uso y disfrute preferente de derecho exclusivo de c1uda~ 
de propiedad y umencia de los recursos naturales de sus danos mexicanos se restrin~ 
la tierra estob/ecuias en esta tierras y territorios, las ge y se transforma en un 
Consliructón y a las leyes de oomunldades lndfgenas po- simple derecho de prcferen~ 
lo motena, asl como a Jos dria asar y onpar esos te- cia, previamente limitado 
derechos adquuidos por ter~ rritorios, excepto de los por el establecnniento de las 
ceros o por inlegrOIIles de lo que teaga propiedad dlrec- formas y modalidades de la 
comunidad. al uso y disfrute tala Na<lóa. propiedad" 
preferente de Jos recursos 
naturales de tos lugares que No obstante, cada partldo de 
habttan l ocupan las comu~ Senado apoyó esta redac~ 
mdades. salvo aquellos que ción. El PRO sosluvo esta 
corresponden a las área!> es- reforma y sostuvo que la re-
tratég1cas. en térmmos de dacc1ón propuesta por la 
esta (bnstitución Para estos COCOPA fomenta nuevos 
efectos las comumdades po- conflictos agrarios y no defi~ 
drán asociarse en ténnlnos ne claramente la extensión 
de ley de lo que se entiende por 

"tierras y territorios .. de las 
comumdades indfgenas. 

A VIl Elegir. en los munici- El derecho de elegir "repre-
ptos con población indlge~ sentantes ante los gobiernos 
na. representantes ante los municipales .. se reconoce, 
ayunramtentos. pero no es claro sobre el re~ 
Las constituciones y leyes de conocimiento del derecho de 
las entukldes federativas re~ autoridades municipales 
conocerán y regularán estos electas. 
derechos en los municipios. 
con eJ propósito de forlole-
cer la particzpación y repre-
semoctón polltica de confor~ 
midad ron sus tradiciones y 
normas internas. 

A. VIII. Acceder plenamente PArrafo 11: La COCOPA reconoctó 
a la JUrisdicctón del estado. • •• para garantizar el com- "prácticas legales" de las co-
Para garantizar ese derecho. pleto aeeeso de las comuni- munidades mdfgenas. pero 
en todos los juicios y proce- dades mdfgenasa lajunsdic~ la reforma del Senado sólo 
dirmentos en que sean par- ci6n de Estado, en cada los menciona como Mcos-
te, Individual o colectiva~ juicio y procedimiento que tumbres", sin reparar en que 
mente. se deberán tomar ladlvldaal~~U>nte o eoleetl- la costumbre es una fuente 
en cuenta sus costumbres y vamente me luya a indlgenas. de la ley 
especificidades culturales se consideraré sus prietl-
respetando los preceptos de eas legales y sus caracteris- Las comunidades mdfgenas 
esta C'onstituctón. Los indf- ticas culturales especificas, no son reconocidas como su~ 
genas llenen en todo tiempo respetando tos preceptos de jetos de derecho público. 
el derecho a ser aststtdos por esta Constituctón. smo como entidades de inte-
Intérpretes y defensores que Los indfgenas tendrán siem- rés público. Los paredos po-
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tengan conoctmiento de su 
lengua y cultura 
Las constiluciones y leyes de 
las entukules federativos es· 
tablecerán las caracterfsti­
cas de libre determUUIClón y 
autonomla que mejor expre­
sen los sftuactones y aspirO· 
c1ones de los pueblos mdlge­
nos en coda entidad, asi 
como las normns para el re~ 
conocuniento de las comuni~ 
dades mdigenos como entt~ 
dades de mterés público 

B. Lo Federación, los Esta~ 
do'i y los Municipios. para 
promover la 1gualdad de 
oportunidades de Jos mdlge­
nas y eltmmar cualquter 
práctica d1scnminatona, es~ 
tablecerán las mst1tuciones y 
determinarán las politlcas 
necesanas para garantW:r la 
vtgencta de los derechos de 
los mdígenas y el desarrollo 
Integral de sus pueblos y co­
munuúules. las cuales debe· 
rán ser diseñadas y operadas 
conjuntamente con ellos. 
Para abatir las carencias y 
rezagos que afectan a los 
pueblos) comunidades indi~ 
genns. dtchas autoruiades. 
tienen lo ob/lgación de: 

B. /. Impulsar el desarrollo 
regiomú dt:! las zonas indlge~ 
nas con el propósito de jor· 
talecer las economias loca~ 
les y mejorar las conLiicwnes 
de vida de sus pueblos. me~ 
dianle accwnes caordmadas 
entre los tres órdenes de go~ 
bierno, con la parttcipación 
de las comunidades. Las 
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pre el derecho de ser asistidos 
por tntél¡>retes y abogados d· 
viles o públlcos que estarán 
conscientes de sus idiomas y 
cultlU'a. 

párrafo IZ y 13: 
El Estado estableeerA las 
polfdC118 elDSiitudones ne­
cesanas para garantizar la 
validez de los derechos de las 
comunidades lndfgenas, y 
su desarrollo integral, lo cual 
se d1sellará y operarA conjun· 
tamente con estas eomnnl­
dades. 
Las leyes y las constltueJo.. 
nes locales. podrán eslable­
eer~ de acuerdo a sus earac­
terfstleas, las modaUdades 
relevantes para la apllea­
d6n de los principios lndl· 
eados., garantizando el de-­
recho de las comunidades 
lndfgenas reconocidos en 
esta Constitadón. 

lfticos son sujetos del dere­
cho común como enhdades 
de interés público. ellos tie­
nen obligaciones ante el Es-­
tado. El hecho de que las co­
munidades indlgcnas no 
tengan personalidad legal 
como sujetos de derecho pú­
blico, significa que. por e,rem· 
plo, no están autorizados 
para mterponer controversias 
constitucionales o cobrar 
impuestos. Esta es la razón 
por la que SI se hubtera apro­
bado la miciauva de la 
COCOPA, en lo que a esto 
respecta, se hubiera creado 
un cuarto nivel de gob1erno 

En la iniciativa de la CO~ 
COPA asl ccmo en las refor­
mas del Senado, en las cons­
tituciones y leyes h>eales se 
establece el alcance hasta 
donde el reconoc:mliento de 
las comunidades mdfgenas 
será efectivo. 

Los tres niveles de gobierno 
se obligan a incluir a las co­
numuiades indfgenas en los 
planes de desarrollo. 

Las comuntdades podrlan 
admmistrar su presupuesto 
""para propósitos especffí~ 
cos", pero no es claro si las 
autondades municipales se-
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autoridades mumctpales de­
lermmariln equitativamenre 
fas asignaciones presupues~ 
tales que las comunidades 
admtmstrarán direcuzmente 
para fines especljlcos. 

B. JI GnranJIZilr e mcremen­
tar los niveles de escolari­
dad. favoreciendo la educa­
ctón btfmgile e intercu/tural. 
la alfabetfZQdón. la conC'Iu­
su)n de la educacrón bászca. 
la capacitación productiva y 
la educación medio superior 
y superior. Establecer un Sl&­

tema de becas para Jos estu­
diantes mdigenas en todos 
los niveles. Definir y desa­
trollar programas educativos 
de contentdo reg1onal que re­
conozcan la herencia cul­
tural de sus pueblos, de 
acuerdo con las leyes de /a 
materia y en consuilll con /as 
comunidades mdlgenas Im­
pulsar el respeto y conoci­
miento de las diversas cultu­
ras ex1stentes en la nac1ón. 

pArrafo 8 y 9: 
Según sus jurlsdleelones 
respectivas y junto eoo Jos 
comunidades lndfgenas, los 
gobiernos federales, locales 
y municipales fomentarAn 
el desarrollo sustentable y 
la educación intercultural y 
b1tingOe. Asimismo, ellos 
podrán pedir respeto a la 
variedad de culturas existen­
tes en la nac1ón, asi como de 
cualquier forma de ataque y 
dlscrlmlnod6D. 
Las autoridades de eduea .. 
dóu federal, ID<al y moul­
dpal, Jauto eon las eomunl­
dades lndfgenas podr6n 
definir los programas de 
tontenldo regional en los 
que se reconoce su herencia 
f:lllturaL 

rán consideradas autondades 
indfgenas también. 

La garantla de promocionar 
la educación indlgena se es~ 
tablece. 

En general. la cláusula B 
es un programa de ayuda 
social La mayoria de las 
propuestas de esta fracción 
fueron hechas por Jos sena­
dores del PRJ 
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C'. Activismo y Abogados 

De una forma sin precedente, justo cuando el proyecto de refor­
ma fue aprobado por las legislaturas estatales, las comunidades in­
dígenas comenzaron a organizarse, y tres meses después de la publi­
caCIÓn de los nuevos preceptos constituctonales, la Corte recibió un 
total de 321 quejas legales (Las mencionadas 319 controversias cons­
tituciOnales y 2 acciones de inconstitucionalidad). 

Los subsiguientes eventos fueron de gran importancia en el con­
texto de cambios que tomaban lugar en la estructura y funcionanuento 
legal mexicano. Nunca en la historia de la Suprema Corte, un caso 
particular había producido tal transformación en su aparato adminis­
trativo. En este sentido. a pesar de que las declaraciones se encami­
naban a que la resoluciÓn de las controversias indígenas se haría en 
marzo de 2002, fue hasta septiembre que la Corte estuvo lista para 
finalizar estos procesos. La ausencia de una acción de clase hizo de 
cada controversia un caso individual para ser procesado y resuelto 
creando una demora Importante. Además, los efectos politicos de tal 
conjunto de reclamactones constitucionales, provocó que la Corte 
postergara su decisión definitiva. 

No se sabe mucho acerca de los abogados de causa que iniciaron 
esta importante lucha del Estado. Algunos eran parte de ONG • s, en 
lo que Scheingold y Bloom identificarian como radicales, no incor­
porados, agentes asalariados, con un claro compromiso ideológico 
sobre sus percepciones de justicia y participación.25 El otro tipo de 
abogados eran los funcionarios municipales de algunos de los gobier­
nos municipales indígenas. Estos defensores se sentían mucho más 
obligados con las comunidades que ellos representaban o a sus an­
tecedentes étnicos, que cualquier otro tipo de disciplina politica ha­
cia la estructura gubernamental de donde provenían o a algún tipo 
de partido o alianza. Aunque ellos no actuaban tradicionalmente 
como abogados de causa, sus propias causas los hicieron actuar de 
forma radtcal. La combinación de estos actores creó una plataforma 

2~ Schemgold. S a A Bloom, "TransgresslVe cause Jawyering· practice sites and the 
pohllZBtlon ofthe professlonal",lnternaltona/ Journa/ ofthe Lego/ Profession 5 (2*3): 209" 
253. J'l98 
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úmca de verdaderos abogados de causa con un tipo de oportunida­
des legales, combatiendo juntos por una específica batalla legal. 

Es interesante notar, que aun cuando la mayoría de los abogados 
mdígenas rechazaron la idea de que las comunidades indígenas de­
berían organizarse alrededor del gobierno municipal,26 de hecho, esto 
fue exactamente lo que sucedió durante la confrontación legal alre­
dedor de la reforma constitucional. Sin la necesaria personalidad 
legal para actuar frente a la Corte, las comunidades indígenas nece­
sitaban actuar de alguna otra manera. Además, los únicos mecanis­
mos para enfrentar un acto de gobierno o una ley no eran útiles para 
los casos md1viduales. En este sentido, las controversias constitucio­
nales fueron las necesarias para accionar, pero sólo mediante el uso 
que le dieron los gobiernos municipales. 

Las principales demandas de estas reclamaciones legales pueden 
dividirse en dos categorías principales: las demandas formales y las 
demandas sustanciales (ver figura 4). 

2" Ver artículo de Roldán, José, "Mumcipto y pueblos tndigenas ¿hacia un mestizaJe JU~ 
ndtco., .. , en González Galván. J. A., C.onstitución y derechos Indígenas Doctnna, Méxtco, 
ln~tllutn de lnvesttgactones Juridtcas. 2002. 
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Figura 4. Contenido de las Controversias Constitucionales 
htdígenas 

Contentdo de las Controverstas Constitucionales contra la Refor­
ma Constitucional. 

Artículos 1, 2, 4, 18, 115 y cuatro transttorios. 

Formal: 
• Violación al articulo 6" del Convenio 169 de la Organización 

InternactOnal del Trabajo. 
• Violactón al procedimiento de reforma respecto a los votos de 

las legislaturas locales. 

Sustancial: 
• Omisión en cuanto al establecimiento de las comunidades in­

dígenas como entidades de interés público, en lugar de mencio­
narlos como sujetos de derecho público. 

• Carencia de prectsión en lo referente a los derechos económt­
cos, sociales y culturales de habttantes indígenas. 

• Descuido sobre la reivindicación de la autonomía y autodeter­
minación de las comunidades indígenas. 

• Omisión acerca de los territorios de las comuntdades tndíge­
nas. 

• Limitactón de la propiedad colectiva, uso y disfrute de los re­
cursos naturales 

• Negación a la libre asociación de gobiernos municipales indí­
genas. 

• Falta de consideración de las comunidades indígenas y sus mu­
nicipalidades en la redistribución electoral. 

• Rechazo de los convenios de "San de Andrés" y la iniciativa 
de la "COCOPA". 

Las reclamaciones formales resultaron ser fundamentales, no por 
su importancia intrínseca, sino porque representaban la "llave" de 
acceso a la Corte. Si la Corte hubiese aceptado las reclamaciones 
formales, entonces tendtia que haber analizado e interpretado los 
dtferentes temas sustanciales. Si la Corte no hubiere aceptado tales 
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reclamaciOnes, entonces la demanda, como sucedió, se declararía sin 
fundamento legal. 

La primera de las reclamaciones formales se centró sobre la ob!t­
gación mternacional aceptada por el Gob1emo Mexicano cuando fir­
mó el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, a 
causa de la violación del artículo 6°, que establece que las comuni­
dades indígenas deberán ser consultadas cuando una nueva legisla­
Ción, involucre cualqmer tema que los afecte. Claramente, el artícu­
lo 135 de la Constitución no incluye ninguna consulta específica a 
ningún órgano distinto a los establecidos para reformar la Constitu­
ción, el Congreso y las legislaturas estatales. El objetivo entonces, 
para la Corte era decidir el alcance de este precepto internacional, 
considerando que esta forma parte de la ley mexicana27 y cómo su 
violación podría afectar la validez y eficacia de esta reforma consti­
tucional. 

La segunda reclamación formal, tuvo que ver con una supuesta 
vtolación al proceso establecido en el artículo 135. Según este ar­
tículo, como se ha menciOnado, una reforma constitucional sólo pue­
de ser aprobada si se cuenta con el voto de las 2/3 de los miembros 
presentes en el Congreso, y la mayorla de las legislaturas I<JCales. La 
noción de "mayorla" como fue establecida en este artículo es un poco 
vaga, porque no dice nada acerca del tipo de voto que es requerido 
por cada una de estas legislaturas, o si todas ellas necesitan votar, 
una vez que numéricamente se ha obtenido una mayorla simple 
(51%). En el caso específico, este fue el problema, porque la refor­
ma se aprobó con el voto de 17 legislaturas locales. La Corte, de 
nuevo, fue cuestionada para que interpretara el alcance del artícu­
lo 135. 

En realidad, esto presentaba un problema mucho más profundo: 
Hasta qué punto, la Corte era el órgano legitimo para redefinir el 
alcance del precepto constitucional que establece la reforma a la 

ll En una dect~tón previa de la Corte. en 1999, se refonnuló lajerarqula de las tratados 
mtemac10nales en el sistema juridtco mexicano. una vez que éstos se firman y mtlf1can son 
parte de la ley de la nac1ón y se encuentran por debajo de la Constitución, pero por amDa de 
las leyes federales y locales. Semanario Judicial de la Federactón y su Gaceta, tomo X. na-. 
vtembre de 1999, Tes1s LXXVII/99, p. 46, Novena época, Jnstanc1a: Pleno. 
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Constitución, lo que significa, hasta qué punto la Corte está por en­
Cima de los preceptos constitucionales ya aprobados. 

Las múltiples reclamaciones sustanciales tienen una naturaleza 
radicalmente diferente. específicamente el problema de la autodeter­
minación y la autonomía de las comunidades indígenas. Esto fue 
brevemente analtzado en el preVJo análisis del artículo 2" de la Cons­
titución. S m embargo. es Importante mencionar que la Corte no tie­
ne el poder de cambiar la materia sustancial de la controversia. Po­
dría basar su juicio únicamente sobre las reclamaciones formales 
contra el uso o ejercicio de poder del Ejecutivo, del Congreso, y de 
las leg¡slaturas estatales. Hasta este punto es importante mencionar 
los resultados posibles que la Corte hubiera podido obtener. 

Primero, si la Corte aceptara las reclamaciones formales, enton­
ces tendría que analizar los temas específicos contenidos en el ar­
tículo 2", pero sólo como la interpretación de la reclamaciÓn entera. 
En este sentido, la Corte debió haber interpretado el significado de 
nación "pluriétnica", la 1dea de unidad nacional, que debería enten­
derse por autonomía y autodeterminación de las comunidades indí­
genas. Denvado de ello se obtienen conceptos de gran importancia, 
los cuales repercuten en nociones como lo son: la propiedad comu­
nitaria, el medio ambiente, y el reconocimiento de los usos y costum­
bres de las comunidades mdígenas. 

Segundo. si la Corte hubiera decidido que las controversias cons­
titucionales eran correctas, entonces hubiese surgido un mayor pro­
blema técmco. El tipo de controversia, entre un gobierno municipal 
y otros niveles de gobierno, no es del tipo que eventualmente pudie­
se tener efectos generales. Esto significa que la resolución, aceptan­
do la reclamación pudiera invalidar la reforma constitucional, esto 
es, los nuevos artículos 1, 2, 4, 18 y 115, y esto ocasionaría que es­
tas normas no fueran observadas por los gobiernos municipales. En 
otras palabras. la Corte pudo haber provocado una ftag¡nentación 
legal del país, precisamente lo opuesto a lo que se establece en el 
artículo 2", que México es una nación única e indivisible. 

Las probabilidades estaban entonces contra este tipo de resolución. 
En septiembre, la Suprema Corte de Justicia desechó las 319 con­
troversias constitucionales mediante un voto dividido, declarando que 
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ellos no eran competentes debido a que la Corte no era un órgano 
que pudiera exceder las facultades del órgano reformador, el cual se 
configura por el Congreso y la mayorla de legislaturas estatales. En 
otras palabras, la Corte no podrla ubicarse por encima de la Consti­
tución. 

Sin considerar la desconcertante resolución para todos los defen­
sores de la causa indígena. en realidad, una batalla aún más impor­
tante se ganó. Por primera vez, una minoria fue capaz de confrontar 
al Estado mediante los instrumentos que el propio Estado otorga, 
utilizando un mecanismo legal en un intento de cambiar el sistema 
total. El fracaso de este intento no es tan importante como la altera­
ción presentada por la manera en que la ley está siendo utilizada por 
los actores sociales, a pesar de muchas limitaciones en el carácter 
técnico de dichos mstrumentos. 

3. CONCLUSIONES 

Es cierto que la construcción de las prácticas de la abogacía de 
causa es el producto de complejas interacciones condicionales entre 
la gente, el lugar y las variables sociales. 

Si nosotros intentamos apltcar la herramienta metodológica di­
sei'iada por Scheingold y Bloom para la explicación de las variacio­
nes en los medios y fines de la abogacía de causa, yo propondrla una 
nueva categoria que no está incluida en el esquema original, aunque 
mantenga ciertas afinidades con los prototipos de políticas públicas 
radicales. Estos son los abogados cuyo sitio profesional se encuen­
tra dentro de la promoción y la protección de derechos sociales. los 
cuales se encuentran relacionados con deberes de bienestar de la 
condición respecto a la salud, la educación. trabajo (industrial y ru­
ral), etnicidad, formas explícitas de discriminación (de mujeres. m­
ños, ancianos o discapacitados. etc.), bienestar. cultura y ambiente. 
Por la naturaleza de este tipo de derechos, normalmente formulados 
de forma muy amplia y promisoria, respecto a las amplias obligacio­
nes de Estado, los que proponen este tipo de participación, normal­
mente transgreden tanto a las normas políticas como a las normas 
jurldicas. Respecto a la transgresión política. puede decuse que el 
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Estado, por lo menos en la mayoría de los paises latinoamericanos, 
no estableció estos derechos como medios para demandas tan impre­
cisas, por el contrario, se establecieron como medios para un con­
trol cómodo, para la acción discrecional, sin posibilidades claras para 
restricciones o exigencias judiciales. Dependiendo de las demandas 
especificas, los defensores de los derechos sociales pueden deman­
dar ciertos ajustes de los programas y actividades de beneficencia del 
Estado, o pueden perseguir mayores cambios en la estructura básica 
de la sociedad. Aun en los ejemplos más radicales, como los que se 
presentan en las causas indlgenas, este tipo de activistas aún creen 
en la Constitución y en los jueces como elementos esenciales de la 
estructura social. La paradoja consiste en el alcance de sus radica­
les demandas que podría, eventualmente, transformar a todo el sis­
tema y sus supuestos respecto a la estructura básica que está abierta 
a oportunidades de contienda. 

A pesar de que este tipo de abogacla deberla estar clasificada por 
razones analfticas, está claro que se confirma la hipótesis de 
Scheingold y Bloom: "La abogacía radical con sus aspiraciones 
transformativas de redistribuir el poder, la condición, la influencia 
y la riqueza material está, por definición, asociada con los intereses 
de Jos más marginados". 28 Seria insensato decir que las comunida­
des mdigenas en un pais caracterizado por la desigualdad en la dis­
tribución, por la pobreza y la severa crisis económica, no se encuentra 
en este supuesto. 

Relacionada con la transgresión profesional, el caso aqul analizado 
puede constituir una importante contribución para la construcción 
teónca de la abogacia de causa, porque este tipo de deferlSa de dere­
chos soc1ales tal vez no sea conducida, necesariamente, por aboga­
dos. En otras palabras, el consejo legal puede ser proporcionado por 
gente cuya educación formal y experiencia profesional no se encuen­
tra en las leyes. Para que esto sea posible, es importante que no exis­
tan controles tan estrictos para desernpeflar la profesión, o que eXIsta 
un abogado que actúa como mero representante de otros actores que 
son los que conducen la estrategia para la movilización legal (en 

28 Scheingold S. a. A.Bioom, "Transgressive cause lawyering . . '' op. dt. 
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países como Estados Unidos, donde hay controles profesionales es­
trictos mediante la obligatoriedad de ser miembros de una Barra, seria 
complicado una situación semejante, porque es dificil que en un pro­
ceso legal un abogado preste su nombre para ser representante, pues 
existe el riesgo de que pierda sus credenciales profesionales). 

Esta desequilibrada situación no sólo desafia a los modelos tradi­
CIOnales de abogacía, pues no se establece la tradicional relación 
abogado-cliente, suspendiendo el valor de la neutralidad, o dando 
pnmacía total a la causa sobre intereses profesionales, sino que tam­
bién podrfa ser un factor indicativo en un proceso de conocimiento 
sobre los posibles usos de la ley, entre diversos espacios de activi­
dad social. 
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